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APLAZAMIENTO ENTREGA DE TÍTULO DE PROFESIONAL UNIVERSITARIO / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA /  NO SE PROBÓ UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. “No observa la Sala, como también lo estimó el a quo, vulneración al derecho a la educación que pregonó el actor, por cuanto la UNAD no le ha negado el acceso a tal servicio, y si bien no se graduó en la fecha por él pretendida -diciembre 17-, ello tuvo su razón de ser en el hecho de que no solo él, sino muchos otros estudiantes, no lograron presentar las pruebas SABER PRO en el mes de noviembre, habida cuenta del inconveniente con la plataforma del ICFES, lo que conllevó a que todos vieran postergada la fecha de su graduación, para el momento en que fuera programada por el mismo centro educativo. Tales situaciones nos permiten aseverar igualmente y sin lugar a dudas, que en momento alguno se le infringió al actor su derecho a la igualdad, pues no fue él solo quien no pudo obtener su grado en esa oportunidad, sino todos aquellos que como él no pudieron realizar el referido examen en diciembre 11 de 2017, es decir, un mes después del vencimiento del término con el que contaban los alumnos para radicar la documentación respectiva para su graduación, con lo cual se avizora que tal garantía fundamental no ha sido tampoco trasgredida. Mucho menos se aprecia como infringido el derecho al estudio por no haber podido matricularse para iniciar una especialización, ello en cuanto además de lo expresado en el escrito de tutela no allegó elemento que acreditara que iniciaría sus estudios de posgrado, pues véase que no refirió en qué Universidad lo haría y en qué fecha comenzarían clases, por lo que se desconoce si en realidad con la tardanza en la expedición de su diploma profesional se vio afectado ese derecho fundamental. Igual acontece en relación con la presunta vulneración del derecho al trabajo, pues no obstante aducir que requería su título para suscribir un contrato, de ello tampoco arrimó prueba alguna, ni siquiera indicó cuál era la entidad, privada o pública, a la que ingresaría para desempeñar su carrera. Todo ello con miras a verificar si la ausencia del título le impedía acceder a esa actividad o si este podría suplirse de alguna manera con una constancia de la misma Universidad en la cual se indicará que el profesional ya había cumplido con todos los requisitos académicos para optar por su grado de psicólogo y que solo restaba el acto de graduación.   Finalmente, tampoco se demostró la comisión de un perjuicio irremediable que hiciera viable la concesión de la acción constitucional, pues nada dijo en torno a que esa eventualidad laboral fuera la única que le permitiría obtener su mínimo vital para satisfacer sus necesidades y las de su núcleo familiar, sobre lo cual guardó silencio. De otro lado y aunque también adujo el accionante que se le irrogaron unos daños materiales, ya que tanto él como su familia incurrieron en algunos gastos para la graduación en diciembre 17 de 2016, así como no poder acceder a un contrato laboral o a una especialización, tales perjuicios no pueden ser objeto de reclamo por vía constitucional, pues en atención al principio de subsidiaridad, la misma no debe ser utilizada cuando existen medios o mecanismos judiciales para procurar la protección de las prerrogativas que se consideran vulneradas; y, en este caso, lo que se aprecia es que el actor tiene la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria para acreditar la ocurrencia de los presuntos daños económicos sufridos con la posición de la UNAD, para que sea allí, con garantía del derecho de contradicción de la demandada, donde se profieran las decisiones que en derecho correspondan.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N°135
                                                                         Hora: 11:20 a.m.                                    
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  el señor CARLOS ALBERTO RUIZ GARCÍA frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Universidad Nacional Abierta y a Distancia -en adelante U.N.A.D.-.

2.- DEMANDA 

Los hechos que puso en conocimiento el señor RUIZ GARCÍA, se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) es estudiante de psicología en la UNAD y por inconvenientes con la plataforma del ICFES, con conocimiento de la Universidad, presentó el examen SABER PRO en diciembre 11 de 2016; (ii) la Universidad en octubre 28 de 2016 le solicitó los documentos para el grado en diciembre 17 de 2016, los cuales entregó en noviembre 11; (iii) una vez realizó las pruebas en diciembre 11, ese mismo día envió el recibo pertinente, y fue llamado el día 13 siguiente para hablar sobre el acto a llevarse a cabo en diciembre 17, y al entregar personalmente el documento relativo al SABER PRO, se le indicó, 4 días antes, que no se graduaría en esa fecha sino en febrero 17 de 2016, y allí se le comunicó el Acuerdo 059 de noviembre 3 de 2016 del Consejo Académico, en tal sentido; (iv) las directivas de la Universidad saben que tiene un contrato pendiente de firmar en enero 2 y la inscripción a la especialización, las cuales no podrá efectuar sin el diploma respectivo; y (v) su familia invirtió dinero para el grado de diciembre 17 y tan solo 3 días antes de tal fecha, se le indica lo contrario.

Pide se tutelen sus derechos a la educación, trabajo e igualdad, pues al cumplir con los requisitos pertinentes, debe recibir su grado en  diciembre 17 de 2016; de forma adicional, solicita que de no aceptarse su petición, se le entregue el recibido de su parte del Acuerdo 059 de 2016.

La tutela le fue asignada en principio al Juzgado Primero Penal Municipal de  Dosquebradas (Rda.), despacho que declaró su incompetencia por auto de diciembre 19 de 2016, y ordenó remitir la misma a los Juzgados con categoría de circuito que laborarían durante la vacancia judicial. La actuación fue repartida en diciembre 20 de 2016 al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y dispuso correr traslado de la misma a la entidad accionada, quienes al respecto informaron lo siguiente:

(i) la acción de tutela es un mecanismo residual y como tal  solo aplicable para la protección de derechos fundamentales vulnerados y en este caso no existe evidencia de su quebrantamiento o que se ponga en peligro derechos de rango constitucional; (ii)  el hecho que el actor no pueda graduarse en diciembre 17 de 2016 obedece a que solo cumplió con la totalidad de los requisitos de grado hasta diciembre 13, y por ende, ante el cruce de fechas de las pruebas SABER PRO y la entrega de documentos, se informó sobre las ceremonias a los estudiantes que se vieron afectados con la actuación del ICFES; (iii)  las fechas para recibir documentos para grados ordinarios se regularon mediante Acuerdo 086 de 2015, donde se indicó que la fecha límite para su entrega era el 11 de noviembre y si bien el señor RUIZ GARCÍA radicó algunos de ellos, no lo hizo con plenitud, pues como él mismo lo dice el certificado de presentación del examen lo arrimó en diciembre 13, por lo cual debía acogerse a la nueva fecha programada, y (iv) no hay mérito para dispensar el amparo reclamado, pues actualmente la situación es un hecho superado, ya que antes de fallarse la tutela desapareció el motivo que dio origen a su interposición, pues la UNAD ha publicado la información requerida por los estudiantes para el efecto, con lo cual se garantizaron los derechos del accionante.  Pide se niegue la tutela impetrada.

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia mediante sentencia de enero 2 de 2017 declaró improcedente la tutela al considerar que la negativa de la universidad para graduar al señor CARLOS ALBERTO RUIZ obedeció al no cumplimiento por parte del mismo de los requisitos para acceder a ello en la fecha pretendida, y no a que dicho claustro se niegue a otorgarle su título, por lo cual no se vulneró ni se puso en riesgo el derecho a la educación del accionante.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión proferida, el actor sustentó recurso para pedir que se revise la sentencia para que la UNAD le entregue el diploma o su copia para obtener un trabajo como psicólogo e ingresar a una especialización.  Hizo alusión nuevamente a los hechos que puso en conocimiento al momento de interponer la tutela, a lo que agregó lo siguiente: (i) si bien entregó la constancia de las pruebas SABER PRO en diciembre 11 de 2016, la universidad sabía que 1200 alumnos la presentarían ese día y aun así siempre se le informó que el grado era en diciembre 17 y por ello si la universidad no podía cumplir esos plazos debió aplazar los actos; (ii) sus perjuicios no solo fueron materiales, sino también por un trabajo pendiente y el comienzo de una especialización la cual no ha podido realizar por falta del diploma; (iii) la tutela es su mecanismo de defensa, pues se le vulneraron su derecho al estudio, trabajo e igualdad; (iv) no es cierto que se exija a la universidad graduarlo de inmediato, sino que le alleguen copia del diploma que requiere, y (v) aunque la universidad es un ente autónomo, la ley está por encima de ello y cuando trasgreda derechos fundamentales se puede acudir a la tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia emitida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.
En este caso, el señor CARLOS ALBERTO RUIZ GARCÍA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima infringidos por la Universidad Nacional Abierta y a Distancia -UNAD-, toda vez que no procedió a graduarlo en diciembre 17 de 2016 como así se le había informado con antelación, pese a tener conocimiento que aún no había presentado las pruebas SABER PRO, por situaciones ajenas a su voluntad, y a consecuencia de ello no tendría la posibilidad de suscribir un contrato como sicólogo ni acceder a una especialización, además de los perjuicios que se le ocasionaron por los gastos en que él y su familia incurrieron para el referido acto, pues solo 4 días antes se le indicó que su graduación sería en febrero 17 de 2017.

Si bien aduce el actor que con la negativa de la entidad de graduarlo en diciembre 17 de 2016 se le vulneraron sus derechos fundamentales a la educación, estudio, trabajo e igualdad, considera la Sala que de lo obrante en el trámite no se observa la afectación de ninguna de tales prerrogativas constitucionales, ni la existencia de un perjuicio irremediable, por lo siguiente:

Es un hecho probado en el dossier que en efecto el señor CARLOS ALBERTO RUIZ adelantó estudios de psicología en la UNAD y que para proceder a su graduación en diciembre 17 de 2016 radicó ante la Universidad los documentos requeridos para ello con antelación a noviembre 11 de 2016, como así lo refiere el  literal f), artículo 1°  del Acuerdo 086 de octubre 29 de 2015 emanado del Consejo Académico de dicho claustro.

Pero como bien lo indicó el demandante y así mismo lo ratificó la UNAD, al parecer por inconvenientes en la plataforma del ICFES para la presentación del examen SABER PRO, como requisito de grado,  el actor no logró acceder a éstas en noviembre de 2016, como sí lo hicieron otros estudiantes, según se infiere de lo dicho por el accionante, y por ende tal examen tuvo que diferirlo para diciembre 11 de 2016.

Si bien se duele el señor RUIZ GARCÍA que la Universidad tenía conocimiento que además de él aproximadamente 1200 alumnos solo hasta esa fecha presentarían el examen para cumplir así las exigencias para optar por su título profesional, por lo cual se debió aplazar los grados e informarle de tal situación con antelación, lo que se aprecia de lo arrimado a la actuación es que precisamente ello fue lo que motivó a la Universidad a expedir el Acuerdo 059 de noviembre 3 de 2016, por medio del cual se aprobó una fecha de grado especial para los estudiantes que: “presentarán la prueba SABER PRO el próximo 11 de diciembre de 2016, y que cumplan todos los requisitos académico-administrativos […]”, siendo fijada como tal la del 17 de febrero de 2017. Ello implica que la graduación de los que sí acataron todos los requerimientos institucionales se realizaría en febrero 17, al no existir ningún inconveniente para que el claustro educativo obrara de esa manera.
Como se percibe, con tal acto administrativo se modificaron las fechas para quienes no pudieron cumplir con las exigencias señaladas para obtener su grado en el mes de diciembre, disposición ésta que no se adoptó exclusivamente frente al señor RUIZ GARCÍA, sino que abarcaba a la totalidad de estudiantes  que se encontraban en igual situación a la suya. Y aunque aduce que tal Acuerdo no le fue notificado personalmente, esa presunta omisión per se, no lleva a considerar que sus derechos fundamentales hayan sido quebrantados con la expedición de esa decisión, pues de estar inconforme con la misma y colegir que no le podía ser de aplicación por no haberse dado la publicidad respectiva, tenía abierta la posibilidad de acudir a los recursos de la vía gubernativa o a la acción contenciosa para que allí se desvirtuara la presunción de legalidad y acierto de dicho acto.
No observa la Sala, como también lo estimó el a quo, vulneración al derecho a la educación que pregonó el actor, por cuanto la UNAD no le ha negado el acceso a tal servicio, y si bien no se graduó en la fecha por él pretendida -diciembre 17-, ello tuvo su razón de ser en el hecho de que no solo él, sino muchos otros estudiantes, no lograron presentar las pruebas SABER PRO en el mes de noviembre, habida cuenta del inconveniente con la plataforma del ICFES, lo que conllevó a que todos vieran postergada la fecha de su graduación, para el momento en que fuera programada por el mismo centro educativo.  
Tales situaciones nos permiten aseverar igualmente y sin lugar a dudas, que en momento alguno se le infringió al actor su derecho a la igualdad, pues no fue él solo quien no pudo obtener su grado en esa oportunidad, sino todos aquellos que como él no pudieron realizar el referido examen en diciembre 11 de 2017, es decir, un mes después del vencimiento del término con el que contaban los alumnos para radicar la documentación respectiva para su graduación, con lo cual se avizora que tal garantía fundamental no ha sido tampoco trasgredida.

Mucho menos se aprecia como infringido el derecho al estudio por no haber podido matricularse para iniciar una especialización, ello en cuanto además de lo expresado en el escrito de tutela no allegó elemento que acreditara que iniciaría sus estudios de posgrado, pues véase que no refirió en qué Universidad lo haría y en qué fecha comenzarían clases, por lo que se desconoce si en realidad con la tardanza en la expedición de su diploma profesional se vio afectado ese derecho fundamental.

Igual acontece en relación con la presunta vulneración del derecho al trabajo, pues no obstante aducir que requería su título para suscribir un contrato, de ello tampoco arrimó prueba alguna, ni siquiera indicó cuál era la entidad, privada o pública, a la que ingresaría para desempeñar su carrera. Todo ello con miras a verificar si la ausencia del título le impedía acceder a esa actividad o si este podría suplirse de alguna manera con una constancia de la misma Universidad en la cual se indicará que el profesional ya había cumplido con todos los requisitos académicos para optar por su grado de psicólogo y que solo restaba el acto de graduación.  
Finalmente, tampoco se demostró la comisión de un perjuicio irremediable que hiciera viable la concesión de la acción constitucional, pues nada dijo en torno a que esa eventualidad laboral fuera la única que le permitiría obtener su mínimo vital para satisfacer sus necesidades y las de su núcleo familiar, sobre lo cual guardó silencio.
De otro lado y aunque también adujo el accionante que se le irrogaron unos daños materiales, ya que tanto él como su familia incurrieron en algunos gastos para la graduación en diciembre 17 de 2016, así como no poder acceder a un contrato laboral o a una especialización, tales perjuicios no pueden ser objeto de reclamo por vía constitucional, pues en atención al principio de subsidiaridad, la misma no debe ser utilizada cuando existen medios o mecanismos judiciales para procurar la protección de las prerrogativas que se consideran vulneradas; y, en este caso, lo que se aprecia es que el actor tiene la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria para acreditar la ocurrencia de los presuntos daños económicos sufridos con la posición de la UNAD, para que sea allí, con garantía del derecho de contradicción de la demandada, donde se profieran las decisiones que en derecho correspondan.

En ese orden de ideas, para la Corporación, como también lo fue para el juez de primer nivel, ningún derecho fundamental se le ha quebrantado al señor CARLOS ALBERTO RUIZ GARCÍA, ni tampoco se advierte la posible comisión de un perjuicio irremediable en su contra con la negativa de la UNAD de proceder a su graduación en el mes de diciembre; en consecuencia, se confirmará la providencia adoptada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario,
WILSON FREDY LÓPEZ
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